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Procede la Sala a decidir en primera instancia  la acción de tutela que promovió la señora Martha Riascos Aragón en nombre y representación de su esposo Wilber Riascos, contra la Registraduría Nacional del Estado Civil.

ANTECEDENTES

Expresa la promotora del proceso que su esposo y ella son desplazados del departamento del Cauca, inscritos en el RUPD desde el 11 de agosto del año pasado; una vez  en esta ciudad aquél inició el trámite correspondiente para obtener su cédula de ciudadanía para lo cual se presentó a la Registraduría y radicó los documentos necesarios con ese fin, pero de manera inmediata le informó funcionario de la entidad que no podía aceptarse su  solicitud debido a que el registro civil de nacimiento aportado estaba repisado y por eso era inválido. Explica que ese documento es copia original del que reposa en los archivos de la Notaría Única del Municipio de Lopez Micay; que su representado no puede vincularse laboralmente por esa falta de identificación, hecho que además le impide promover por sí la respectiva acción.
Considera lesionados los derechos a la personalidad jurídica, identidad, trabajo y mínimo vital de su esposo y solicita se ordene a la accionada la expedición del registro civil de nacimiento sin yerros, de tal manera que se pueda continuar con el trámite de la expedición de la cédula.

La demanda se admitió por auto del 19 de mayo del año en curso en el que se decretaron pruebas y se dispuso que el directamente afectado se ratificara en la solicitud de tutela al considerarse injustificado el motivo por el cual actúa en su nombre la agente oficiosa, a quien se le comunicó esa decisión y se le concedió el término de dos días para que atendiera la orden  impartida, pero el plazo venció en silencio.

CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o a través de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por medio de quien la represente. En este último evento no se autoriza una  representación  ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación que sea aceptable, como acreditando que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa, en caso de personas incapaces de comparecer por sí mismas, aportándose el respectivo poder para obrar o demostrando cualquier otro motivo que en realidad impida al agenciado promover por sí la petición.  Además, de intervenir un tercero  como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. 

En este caso la acción la instauró la señora Martha Riascos Aragón, quien solicita se conceda el amparo reclamado a su esposo señor Wilber Riascos Riascos, imposibilitado para comparecer por sí mismo, por su calidad de indocumentado, motivo que de entrada se calificó como insuficiente y por ello se le requirió para que el directamente afectado se presentara a ratificarse en la solicitud, pero el término que se le concedió con tal fin venció en silencio.

En sentencia T-242 de marzo 20 de 2003, dijo la Corte Constitucional, con ponencia del Dr. Alfredo Beltrán Sierra:

“...3.4. Es de gran importancia recalcar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en numerosas oportunidades ha examinado la legitimidad del agente oficioso, señalando que solo se admite en forma y en los eventos previstos en la ley, o si se prueba la anuencia posterior del afectado.

“De igual forma la Corte en Sentencia T-503 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, manifestó que:



“Esta exigencia no es resultado de un capricho del legislador, ni corresponde a una mera formalidad, encaminada  a obstaculizar el acceso a la administración de justicia, especialmente cuando se trata de la defensa de un derecho fundamental. No. Esta exigencia es desarrollo estricto de la Constitución sobre el respeto a la autonomía personal (art. 16). Una de las manifestaciones de esta autonomía se refleja en que las personas, por sí mimas, decidan si hacen uso o no, y en qué momento, de las herramientas que la Constitución y la ley ponen a su alcance, para la protección de sus derechos en general, trátese de los fundamentales o de los simplemente legales.



“Esta concepción está ligada, también,  al reconocimiento integral de la dignidad humana. Es decir, que a pesar de la informalidad que reviste la presentación de la acción de tutela, tal informalidad no puede llegar hasta el desconocimiento de lo que realmente desea la persona interesada. Pues, a pesar de las buenas intenciones del tercero, sus propósitos pueden no ser los mismos que los del interesado. El interesado puede no querer, por ejemplo, que personas distintas a su médico personal la ausculten, o que un juez conozca detalles de su enfermedad, que quiere que permanezcan dentro de ámbito privado.



“Además, si la persona puede iniciar la acción de tutela, el hecho de que un tercero lo haga por ella, a pesar de la apariencia de bondad del gesto, éste también puede tener un significado que lesiona la dignidad del propio interesado, pues, estaría siendo considerado, por dicho tercero como alguien incapaz de defender sus propios derechos”.

“3.5. Concluye entonces la Sala, que si el afectado puede por sí mismo iniciar la acción de tutela debe hacerlo sin esperar que otro agencie sus derechos, porque esto refleja la autonomía de su voluntad, ya que puede llegar hasta el punto de desconocer lo que realmente desea el interesado lesionando su dignidad, sin importar las buenas y desinteresadas intenciones del tercero, ya que sus propósitos pueden no coincidir con los del interesado, y si por el contrario, coinciden, el señor Hernando Carrillo Cardozo cuenta con la posibilidad de acudir personalmente ante cualquier juez en procura de la protección de los derechos que considera vulnerados.”.

Surge de lo anterior que la  peticionaria no está llamada a actuar en nombre de su esposo porque los hechos y pretensiones por ella planteados en el escrito inicial no justifican que por sí no pueda actuar, en razón a la informalidad que caracteriza la tutela y que no exige la presentación de documento de identificación válido para formularla, menos en asunto como el que ofrece el caso concreto en el que se trata en últimas de obtener es esa clase de documento.
Se concluye entonces que quien reclama la tutela en este caso carece de legitimación por activa para actuar y en consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Se declara improcedente la tutela reclamada por la señora Martha Riascos Aragón en nombre de Wilber Riascos Riascos, frente a la Registraduría Nacional del Estado Civil.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

COPIÉSE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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